                                                                                            Incidente de desacato de segunda instancia

Radicado: 66001 31 04 005 2011 00184

                                                                              Accionante: John Fredy Bedoya Cano 

Titular: Deicy Johana Valencia Echeverry  

Asunto: revoca sanción

INCIDENTE DE DESACATO/ Imposibilidad de proseguir el trámite incidental contra la entidad a la que se dirigió la orden por haber cesado funciones   

“(…) Luego de impartida la sanción al Director Territorial Risaralda de la EPSS CAPRECOM, éste envió un oficio a la Secretaría de la Sala Penal a través del cual informó que la Superintendencia Nacional de Salud mediante la Resolución No.001681 del 10 de septiembre de 2015 había  autorizado el cierre de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones de CAPRECOM EPS de los municipios de Huila y Risaralda.  Por tal razón, la afiliada Deicy Johana Valencia Echeverry fue afiliada a la EPS ASMETSALUD del régimen subsidiado desde el 1º de 2015 (…)
Si bien es cierto que durante el trámite del incidente de desacato no se pudo constatar que el servicio fue prestado como lo solicitó el señor Bedoya Cano y de la manera como lo ordenaron las sentencias que conocieron del caso sub examine, a la fecha en que se resuelve el  grado jurisdiccional de consulta, la entidad demandada aportó documentos que dan cuenta que la agenciada fue afiliada a la EPSS ASMET SALUD y por lo tanto, quedó desvinculada de la EPSS CAPRECOM.” 
Cita: Corte Constitucional, sentencia T- 512 de 2011.
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TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL DE PEREIRA – RISARALDA


SALA DE DECISION PENAL 


M.P. JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Pereira, primero (1º) de marzo de dos mil dieciséis (2016)
Proyecto aprobado por Acta No.167
 Hora: 2:50 p.m.
1. ASUNTO A DECIDIR

De conformidad con lo dispuesto en el artículo 52 del decreto 2591 de 1991, se entra a resolver lo concerniente al grado de consulta frente a la decisión del 7 de septiembre de 2015 proferida por el Juzgado 5º Penal de Circuito de Pereira, mediante la cual impuso sanción de arresto por tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, Doctor Luis Humberto Ramírez Noreña, Director Territorial de la Regional Risaralda de la E.P.S CAPRECOM, por incumplimiento al fallo de tutela emitido por ese mismo despacho el 9 de diciembre de 2011, el cual había sido confirmado parcialmente por esta Sala Penal el 23 de febrero de 2012.  La acción de amparo fue revisada por la Corte Constitucional el 27 de agosto de 2012.
2. RESUMEN DE LOS ANTECEDENTES
2.1.  A raíz de la acción de tutela presentada por el señor Jhon Fredy Bedoya Cano en representación de su hija, Decicy Johana Valencia Echeverry, el Juzgado 5º Penal del Circuito de Pereira, profirió sentencia de tutela de primera instancia, mediante la cual resolvió lo siguiente: “i) tuteló los derechos fundamentales a la salud y a la vida digna de DEICY JOHANA VALENCIA ECHEVERRY; (ii) ordenó a la E.P.S.S. CAPRECOM hacer la entrega de los insumos médicos que ordenó el médico tratante como pañales (6 pañales), leche en polvo (1.000 gramos semanales), ensure (400 gramos o sea un tarro semanal), compotas (dos diarias), pañitos húmedos (un paquete grande semanal), crema antipañalitis (dos tubos semanales). Así mismo ordenó la atención integral que requiera con ocasión a la enfermedad que padece; iii) dispuso que la E.P.S.S. demandada apoyara a la titular de los derechos en el desplazamiento a los controles médicos en medios tales como ambulancia, subsidio para sufragar el servicio de taxi o mediante la figura de médico a domicilio; iv) autorizó a la E.P.S.S. CAPRECOM a repetir contra la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda por los gastos que genere en el cumplimiento de la sentencia; v) desvinculó del trámite de tutela al Hospital Universitario San Jorge.” (Folios 27 al 37).  Dicha sentencia fue apelada por la EPSS CAPRECOM y este Tribunal el mediante fallo de segunda instancia del 23 de febrero de 2012, dispuso:  “i) confirmar parcialmente el fallo proferido por el Juzgado Quinto Penal Municipal de Pereira, dentro de la acción de tutela instaurada por el señor JOHN FREDY BEDOYA CANO a favor de DEICY VALENCIA ECHEVERRY y ii) revocar el numeral tercero de la sentencia, referente a la orden impartida en contra de la E.P.S.S. CAPRECOM de apoyar en el desplazamiento a los controles médicos en medios como ambulancia, subsidio para sufragar el servicio de taxi o mediante la figura de médico a domicilio.” (Folios 60-71).   En sede de revisión,  la Corte Constitucional le ordenó a Caprecom EPSS que autorizara el transporte en ambulancia de la joven Deicy Johana Valencia Echeverry y un acompañante; así mismo, que le brindara un subsidio para su movilización al centro médico o le aprobara el servicio de atención médica domiciliaria.  (Folios 80-96)

2.2. El 8 de agosto de 2015 el señor John Fredy Bedoya Cano allegó un escrito al juzgado de conocimiento con el fin de indicar que la EPSS CAPRECOM no le había suministrado el valor correspondiente al subsidio de transporte, ni el Ensure ni los insumos requeridos por la misma, tales como pañales, pañitos ni la crema Desitin; por lo tanto, solicitó que se iniciara un incidente4 de desacato (folio 107).  En tal sentido, el Despacho mediante auto del 5 de agosto de 2015 ordenó oficiar  al doctor Luis Humberto Ramírez Noreña, Director Territorial de CAPRECOM, y le otorgó un término de dos (2) días para que acreditara el acatamiento del fallo aludido. (Folio 110).

2.3. Transcurrido el anterior término sin que por parte de la EPSS CAPRECOM se recibiera respuesta alguna, el 13 de agosto de 2015 al A quo decidió requerir a las doctoras Jenny Adriana Bretón Vargas y Luisa Fernanda Tovar Pulecio, Subdirectora y Directora de la EPSS CAPRECOM, respectivamente, para que hicieran cumplir la decisión y promovieran las correspondientes investigaciones disciplinarias, para lo cual se les concedió un término de 2 días. (Folio 112)

2.4.  Ante el silencio de los funcionarios demandados, el 24 de agosto de 2015 el Juez de primer grado decidió dar apertura formal al incidente de desacato y en tal sentido, de acuerdo a lo consagrado en el artículo 52 del Decreto 2591 de 1991 y  les concedió  2 días para que rindieran descargos y solicitaran las pruebas pertinentes.  (Folio 116)

2.5.  El 25 de agosto de 2015 la Jenny Adriana Bretón Vargas, Subdirectora Administrativa de CAPRECOM radicó un oficio en el juzgado de primer nivel, a través del cual solicitó su desvinculación del incidente en el presente desacato aduciendo que no tenía las facultades ni la competencia para dar cumplimiento al fallo de tutela, toda vez que la encargada de la Subdirección era la doctora Alejandra Ruiz Rubiano. (Folios 120-123).

2.6. Por su parte, la doctora Alejandra Ruiz Rubiano envió respuesta al juzgado de conocimiento, en el sentido de que se habían autorizado a la accionante  la consulta de control o seguimiento por medicina especializada de urología, radiografía de columna lumbosacra, radiografía dinámica de columna vertebral y control con neurocirugía.  Por lo tanto, consideró que la EPSS CAPRECOM se ha ceñido a lo dispuesto en el artículo 27 del Decreto 2591 de 1991 en matera de cumplimiento de fallos judiciales; de tal manera, que se debe desvincular a dicha entidad.  A su vez se incurrió en dislate de informar la programación de citas y traslado para servicios médicos eran de competencia del INPEC, como si se tratara de una persona privada de la libertad (Fls.128-131).
2.7.  El doctor Luis Humberto Ramírez Noreña, en su calidad de director territorial Risaralda de la EPSS CAPRECOM, respondió que a la tutelante se le han prestado todos los servicios médicos que se encuentran dentro del plan obligatorio de salud.  Así mismo, informó que se había consignado la suma de $320.000, de acuerdo a la cuenta de cobro presenta por el accionante y su agente oficioso.   En cuanto a los servicios solicitados y que están excluidos del POS, indicó que debe ser la Secretaría de Salud Departamental de Risaralda la que bride los mismos.  Por lo tanto, solicitó que se vincule a dicha Secretaría y se desvincule a CAPRECOM por estar cumpliendo con el fallo de tutela.  (Fls. 138-141)

2.8.  Revisadas las respuestas de los funcionarios de la EPSS CAPRECOM, el Juez 5º Penal del Circuito concluyó que  el Director Territorial de la EPSS no había acatado el fallo de tutela en los términos establecidos en la misma; por tal razón declaró que el doctor Luis Humberto Ramírez Noreña, había incumplido las sentencias de tutela dictadas a favor de Deicy Johana Valencia Echeverry y lo sancionó con tres (3) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente. Igualmente, ordenó remitir las diligencias para que se surtiera la consulta respectiva.   (Fls.143-145)

3. CONSIDERACIONES

3.1. COMPETENCIA

La Sala se encuentra funcionalmente habilitada para revisar y decidir sobre la juridicidad de esta decisión, de conformidad con los artículos 27 y 52 del Decreto 2591 de 1991.

3.2. PROBLEMA JURÍDICO

Le corresponde determinar a esta Corporación si la decisión consultada se encuentra ajustada a derecho, para lo cual debe establecer si la entidad accionada incurrió en desacato y en caso afirmativo proceder de conformidad.

3.3.  Sea lo primero reiterar que la Corte Constitucional en la Sentencia T-512 de 2011 señaló la naturaleza del incidente de desacato expresando lo siguiente:

“El incidente de desacato es un mecanismo de creación legal que procede a petición de la parte interesada, de oficio o por intervención del Ministerio Público, el cual tiene como propósito que el juez constitucional, en ejercicio de sus potestades disciplinarias, sancione con arresto y multa a quien desatienda las órdenes de tutela mediante las cuales se protejan derechos fundamentales. De acuerdo con su formulación jurídica, el incidente de desacato ha sido entendido como un procedimiento: (i) que se inscribe en el ejercicio del poder jurisdiccional sancionatorio; (ii) cuyo trámite tiene carácter incidental. La Corte Constitucional ha manifestado que la sanción que puede ser impuesta dentro del incidente de desacato tiene carácter disciplinario, dentro de los rangos de multa y arresto, resaltando que, si bien entre los objetivos del incidente de desacato está 

Sancionar el incumplimiento del fallo de tutela por parte de la autoridad responsable, ciertamente lo que se busca lograr es el cumplimiento efectivo de la orden de tutela pendiente de ser ejecutada y, por ende, la protección de los derechos fundamentales con ella protegidos.”

A su vez expresa:

“INCIDENTE DE DESACATO-Límites, deberes y facultades del Juez
La autoridad judicial que decide el desacato debe limitarse a verificar: “(1) a quién estaba dirigida la orden; (2) cuál fue el término otorgado para ejecutarla; (3) y el alcance de la misma. Esto, con el objeto de concluir si el destinatario de la orden la cumplió de forma oportuna y completa (conducta esperada). (Sentencias T-553 de 2002 y T-368 de 2005). // Adicionalmente, el juez del desacato debe verificar si efectivamente se incumplió la orden impartida a través de la sentencia de tutela y, de existir el incumplimiento, debe identificar si fue integral o parcial. Una vez verificado el incumplimiento debe identificar las razones por las cuales se produjo con el fin de establecer las medidas necesarias para proteger efectivamente el derecho (…)”. Con todo, la jurisprudencia constitucional ha sostenido que, por razones muy excepcionales, el juez que resuelve el incidente de desacato, con la finalidad de asegurar la protección efectiva del derecho, puede proferir órdenes adicionales a las originalmente impartidas o introducir ajustes a la orden inicial, siempre que se respete el alcance de la protección y el principio de la cosa juzgada, señalando los lineamientos que han de seguirse para tal efecto. ”

“CUMPLIMIENTO FALLO DE TUTELA E INCIDENTE DE DESACATO-Responsabilidad objetiva y subjetiva

Siendo el incidente de desacato un mecanismo de coerción que tienen a su disposición los jueces en desarrollo de sus facultades disciplinarias, el mismo está cobijado por los principios del derecho sancionador, y específicamente por las garantías que éste otorga al disciplinado. Así las cosas, en el trámite del desacato siempre será necesario demostrar la responsabilidad subjetiva en el incumplimiento del fallo de tutela. Así las cosas, el solo incumplimiento del fallo no da lugar a la imposición de la sanción, ya que es necesario que se pruebe la negligencia o el dolo de la persona que debe cumplir la sentencia de tutela.

ACCION DE TUTELA EN INCIDENTE DE DESACATO-Procedencia excepcional cuando se vulneran derechos fundamentales

Contra la decisión del incidente de desacato no procede ningún recurso, siendo obligatorio en cambio el grado jurisdiccional de consulta solamente en el caso en que se haya resuelto sancionar a quien ha incumplido la orden de tutela. Esta Corporación ha sostenido que excepcionalmente es posible cuestionar mediante la acción de tutela la decisión que pone fin al trámite incidental del desacato cuando se generen situaciones que, a su turno, comprometan derechos fundamentales, especialmente el derecho al debido proceso, de cualquiera de las personas que fueron parte en la tutela previamente resuelta”.

3.4. SOBRE EL CASO EN CONCRETO
3.4.1. Luego de impartida la sanción al Director Territorial Risaralda de la EPSS CAPRECOM, éste envió un oficio a la Secretaría de la Sala Penal a través del cual informó que la Superintendencia Nacional de Salud mediante la Resolución No.001681 del 10 de septiembre de 2015 había  autorizado el cierre de la Caja de Previsión Social de Comunicaciones de CAPRECOM EPS de los municipios de Huila y Risaralda.  Por tal razón, la afiliada Deicy Johana Valencia Echeverry fue afiliada a la EPS ASMETSALUD del régimen subsidiado desde el 1º de 2015, entidad que debe brindarle los servicios médicos requeridos por la misma. En tal sentido, solicitó que se absolviera a CAPRECOM de cualquier responsabilidad y se vinculara al trámite incidental a la EPSS ASMETSALUD.  (Fls. 1.-17 del cuaderno incidental)
Si bien es cierto que durante el trámite del incidente de desacato no se pudo constatar que el servicio fue prestado como lo solicitó el señor Bedoya Cano y de la manera como lo ordenaron las sentencias que conocieron del caso sub examine, a la fecha en que se resuelve el  grado jurisdiccional de consulta, la entidad demandada aportó documentos que dan cuenta que la agenciada fue afiliada a la EPSS ASMET SALUD y por lo tanto, quedó desvinculada de la EPSS CAPRECOM.

Lo anterior, permite inferir que la EPSS ASMETSALUD le corresponde el cumplimiento del fallo de tutela, pues al haber sido traslada la joven Deicy Johana Valencia Echeverry a dicha entidad, esta adquiere la obligación de asumir el tratamiento que viene recibiendo la misma, lo que comprende el pago de transporte, los insumos, medicamentos, hospitalizaciones, consultas especializadas y toda la atención médica integral que requiera para su patología de “parálisis cerebral” que padece, tal como lo ordenan los fallos de tutela, incluyendo el servicio o subsidio de transporte ordenado por la Corte Constitucional.
La Sala comparte los criterios del juez de primera instancia que dieron origen a la sanción, pero en razón de los motivos expuestos por el Director Territorial de Risaralda de CAPRECOM,  considera que debe revocarla, toda vez que CAPRECOM EPSS dejó de ser la entidad obligada de garantizar la prestación de los servicios ordenados, configurándose así una pérdida de legitimación en la causa por pasiva.  

DECISIÓN

Por lo expuesto en precedencia, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal,

RESUELVE
PRIMERO: REVOCAR la decisión del 7 de septiembre de 2015 proferida por el Juzgado 5º Penal de Circuito de Pereira, mediante la cual impuso sanción de arresto por tres (3) días y multa equivalente a un (1) salario mínimo legal mensual vigente, Doctor Luis Humberto Ramírez Noreña, Director Territorial de la Regional Risaralda de la E.P.S CAPRECOM, por las consideraciones señaladas.
SEGUNDO: Contra esta decisión no procede recurso alguno. 

NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

MARÍA ELENA RÍOS VASQUEZ

Secretaria 
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